
52  DIARIO OFICIAL
Edición 48.563

Lunes, 24 de septiembre de 2012

TRANSPARENCIA: Principio que subordina la gestión de las instituciones a las reglas 
que se han convenido y que expone la misma a la observación directa de los grupos de 

TRATAMIENTO TRIBUTARIO: Seguimiento que se le debe hacer al contrato frente 
a las obligaciones relativas con las autoridades de carácter tributario.

U

UGG: Unidad de Gestión General.

USUFRUCTO: Es el derecho real de usar y gozar de una cosa cuya propiedad pertenece 
a otro, con tal que no se altere su sustancia.

URGENCIA MANIFIESTA: Se presenta cuando la continuidad del servicio exige el 
servicio de bienes, o la prestación de servicios, o la ejecución de obras en el inmediato futuro, 
cuando se presenten situaciones relacionadas con los estados de excepción, cuando se trate 
de conjurar situaciones excepcionales relacionadas con hechos de calamidad o constitutivos 
de fuerza mayor o desastres que demanden actuaciones inmediatas, y en general cuando se 
trate de situaciones similares que imposibiliten acudir a los otros procedimientos de selección.

V

VEEDURÍAS CIUDADANAS EN LA CONTRATACIÓN ESTATAL: Establecidas de 
conformidad con la ley, pueden adelantar la vigilancia y el control en las etapas preparatoria, 
precontractual y contractual del proceso de contratación. Es obligación de las entidades 
estatales de convocarlas para adelantar el control social a cualquier proceso de contratación, 
para lo cual la entidad debe suministrar toda la información y la documentación pertinente 

Publíquese, comuníquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 14 de septiembre de 2012.

El Ministro de Defensa Nacional,

uan arlos Pin ón ueno.

i Artículo 3.2.8.1 del Decreto 734 de 2012.
ii Parágrafo 1° del artículo 21 de la Ley 80 de 1993:

 “Artículo 21. Del Tratamiento y Preferencia de las Ofertas acionales. Las entidades estatales ga-
rantizarán la participación de los oferentes de bienes y servicios de origen nacional, en condiciones 
competitivas de calidad, oportunidad y precio, sin perjuicio del procedimiento de selección objetiva 
que se utilice y siempre y cuando exista oferta de origen nacional.

 Cuando se trate de la ejecución de proyectos de inversión se dispondrá la desagregación tecnológica.

-
dores, se buscará que no se exija el empleo o la adquisición de bienes o la prestación de servicios de 

incorporar condiciones que garanticen la participación de oferentes de bienes y servicios de origen 
nacional.

 En igualdad de condiciones para contratar, se preferirá la oferta de bienes y servicios de origen nacio-
nal.

 Para los oferentes extranjeros que se encuentren en igualdad de condiciones, se preferirá aquel que 
contenga mayor incorporación de recursos humanos nacionales, mayor componente nacional y mejores 
condiciones para la transferencia tecnológica.

las entidades estatales. 

 Parágrafo 1º. El Gobierno Nacional determinará que debe entenderse por bienes y servicios de origen 

Nacional diseñar mecanismos que faciliten el conocimiento oportuno tanto de la oferta de bienes y 
servicios de origen nacional, como de la demanda de las entidades estatales”.

iii Artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 5°, 6° y 7| del Decreto2680 de 2009

 “Artículo 1º. ienes acionales para efectos del Registro de Productores de ienes acionales. Se 
entiende como bienes nacionales, aquellos bienes totalmente obtenidos, bienes elaborados con mate-
riales nacionales o productos que sufran una transformación sustancial de conformidad con lo previsto 
en el presente decreto.

 Artículo 2º. Bienes totalmente obtenidos. Se consideran bienes totalmente obtenidos:

 a) Los productos de los reinos mineral, vegetal y animal, obtenidos mediante actividades como la caza 
y pesca, extraídos, recolectados, cosechados, nacidos y criados en el territorio nacional.

 b) Los productos del mar extraídos en aguas internacionales por parte de embarcaciones de bandera 
-

bianas, registradas o matriculadas por la autoridad competente para ejercer la actividad pesquera.

 c) Las mercancías producidas a bordo de barcos fábrica, a partir de peces, crustáceos y otras especies 
marinas, capturados por parte de embarcaciones de bandera colombiana o embarcaciones de bandera 

autoridad competente para ejercer la actividad pesquera.

 d) desechos y desperdicios derivados de:

 i) operaciones de manufactura o procesamiento en el territorio nacional, siempre que dichas mercan-
cías sean adecuadas sólo para la recuperación de materias primas; o 

 ii) mercancías usadas recolectadas en el territorio nacional, siempre que dichas mercancías sean ade-
cuadas sólo para la recuperación de materias primas;

 e) Mercancías elaboradas en el territorio nacional exclusivamente a partir de productos contenidos en 
los literales precedentes.

 Artículo 3º. Bienes elaborados con materiales nacionales. Son aquellos productos que sean elabo-
rados enteramente en el territorio nacional a partir exclusivamente de materiales producidos nacional-
mente.

 Artículo 4º. Transformaci n sustancial. 
que, no siendo bienes totalmente obtenidos, ni bienes elaborados con materiales nacionales, han su-
frido una transformación sustancial. Se entiende que existe una transformación sustancial cuando se 
cumpla alguno de los siguientes factores:

 a) Porcentaje mínimo de Valor Agregado Nacional de conformidad con el artículo 5° del presente 
decreto.

 b) Proceso productivo sustancial de conformidad con los artículos 6° y 7° del presente decreto.

 Artículo 5º. Porcenta e M nimo de alor Agregado acional. Un bien se considera nacional cuando 
su valor agregado nacional sea igualo superior a 40%. Para calcular este porcentaje se aplicará la si-
guiente fórmula:

VAN = [(VT-VMN) / VT] 100
 Donde:

VAN  es el valor agregado nacional expresado como porcentaje.

VMN es el valor de los materiales no originarios adquiridos y utilizados por el productor en la pro-
ducción del bien determinado ajustado sobre la base CIF.

VT  Valor de transacción: es el precio ex fábrica o ex planta.

 Parágrafo 1°. Para propósitos de establecer el valor de un material adquirido por el productor en el 
territorio nacional se utilizará el valor determinado de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo de 
Valoración Aduanera de la OMC (Ley 170 de 1994) mutatis mutandi.

-
taje del valor agregado nacional resultante de la evaluación del bien.

 Artículo 6º. Proceso productivo sustancial. Se considera que existe un proceso productivo sustancial 
cuando un bien que conste total o parcialmente de materiales no originarios, es expuesto a un proceso 
productivo en territorio nacional, del cual resulte un bien comercial nuevo y diferente, con un nombre, 

-
formación.

 Artículo 7º. No se consideran procesos productivos sustanciales las siguientes operaciones o procesos, 
entre otros:

 a) Manipulaciones simples destinadas a asegurar la conservación de las mercancías, durante su trans-
porte o almacenamiento, tales como la aeración, refrigeración, congelación, inmersión en agua salada, 
sulfurosa o en otras soluciones acuosas, adición de sustancias, salazón, extracción de partes averiadas 
y operaciones similares;

 b) Operaciones tales como el desempolvado, lavado, limpieza, zarandeo, pelado, descascarado, des-

 c) La formación de juegos (kits, surtidos, conjuntos) de mercancías;

 d) El embalaje, envase o reenvase, empaque; la reunión o división de bultos; la aplicación de marcas, 
etiquetas o signos distintivos similares;

 e) Dilución en agua, o en otras sustancias u otros solventes que no altere las características del bien;

 f) Mezclas de productos en tanto que las características del producto obtenido no sean esencialmente 
diferentes de las características de los productos que han sido mezclados.

 h) Aplicación de aceite y recubrimientos protectores;

 i) Armado o desarmado de mercancías en sus partes; y

 j) Operaciones de simple ensamblaje que son aquellas actividades que no requieren de habilidades o 
máquinas especiales, aparatos o equipos especialmente fabricados o instalados para llevar a cabo la 
actividad.

 l) La acumulación de dos o más de estas operaciones.”.
iv -

cios que se produzcan en el país a productores extranjeros, cuando los intereses de seguridad y defensa 
nacional señalen su conveniencia.”.

v -
tructura orgánica del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, y se dictan otras disposiciones.”, 

Funciones Generales. El Ministerio de Comercio, Industria y Turismo tendrá las siguien-
tes funciones generales: (…)

 25. Llevar el registro de producción nacional, de la declaración escrita sobre los contratos de exporta-

pertinentes.”.
vi  Artículo 11 del Decreto 679 de 1994, derogado por el Decreto 734 de 2012.

 “Artículo 4.2.2° Servicios de origen nacional. Para los efectos de la aplicación del parágrafo 1 del 

constituidas de acuerdo con la legislación nacional, por personas naturales colombianas o por residen-
tes en Colombia...”.

viii  Artículo 9° del decreto 679 de 1994 derogado por el Decreto 734 de 2012.
ix  Parágrafo del artículo 1° de la Ley 816 de 2003, derogado por el Decreto 734 de 2012.
x  Artículo 2° de la Ley 816 de 2003.

PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA

DECRETOS

DECRETO NÚMERO 1980 DE 2012
(septiembre 21)

por medio del cual se re lamenta la Ley 1  de 199  prorro ada y modi cada  
por las Leyes  de 1999, 2 de 2 2, 11  de 2  y 1 21 de 2 1 .

El Presidente de la República, en ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales, 
en especial de las conferidas por el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución Política y 

1106 de 2006 y 1421 de 2010, y 

CONSIDERANDO:

Que el artículo 22 de la Constitución Política dispone que la paz es un derecho y un 
deber de obligatorio cumplimiento; 

Que de conformidad con el numeral 4 del artículo 189 de la Constitución Política, co-
rresponde al Presidente de la República como Jefe de Estado, Jefe de Gobierno y Suprema 
Autoridad Administrativa, conservar en todo el territorio el orden público y restablecerlo 
donde fuere turbado; 

2010, dispone que la dirección de la política de paz le corresponde al Presidente de la Repú-
blica como responsable de la preservación del orden público en toda la Nación y el Capítulo 
I del Título I de dicha ley establece disposiciones para facilitar el diálogo y la suscripción 
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de acuerdos con grupos armados organizados al margen de la ley para su desmovilización, 

Que en la Sentencia C-048 de 2001, la honorable Corte Constitucional precisó que los 
órganos políticos tienen amplio margen de discrecionalidad para diseñar en el marco de la 

al poder ejecutivo expresó que el mismo tiene a su cargo el mantenimiento de la paz y del 
orden público interno, para lo cual tiene capacidad de adoptar las decisiones ordinarias y 
excepcionales del caso; 

Que de conformidad con el parágrafo 2° del artículo 8° de la Ley 418 de 1997, prorrogado 
-

las autoridades judiciales correspondientes suspenderán las órdenes de captura que se hayan 
dictado o se dicten en contra de los miembros representantes de las organizaciones armadas 
al margen de la ley con los cuales se adelanten diálogos, negociaciones o acuerdos de paz. 

las autoridades señaladas el inicio, terminación o suspensión de diálogos, negociaciones o 

miembros representantes de dichos grupos armados organizados al margen de la ley. Las 
-

mientos, y de considerarlo conveniente podrán acudir a instituciones o personas de la vida 

Que, igualmente, la disposición mencionada señala que se suspenderán las órdenes de 
captura que se dicten en contra de los voceros con posterioridad al inicio de los diálogos, 

Que, así mismo, esta norma indica que se garantizará la seguridad y la integridad de 
todos los que participen en los procesos de paz, diálogos, negociaciones y acuerdos de que 
trata esta ley. 

Que de acuerdo con la Sentencia C-048 de 2001 ya citada, la suspensión de las órdenes 
de captura es una limitación a la aplicación de la ley penal, en lo que respecta al cumpli-
miento de medidas de aseguramiento y ejecución de penas, entre otras, que no exime de 
responsabilidad penal, sino que paraliza la acción de la fuerza pública en relación con 
la búsqueda de las personas cuya privación de la libertad fue judicialmente ordenada. Y 
agregó que las disposiciones que consagran la suspensión de las órdenes de captura que se 
hubieren proferido dentro de la investigación de cualquier tipo de delito lo hacen (i) como 
una medida excepcional, (ii) que opera de manera temporal y (iii) que está sometida a la 
existencia de un acuerdo previo entre el gobierno y las organizaciones al margen de la ley 
a quienes se les hubiere reconocido carácter político en un proceso de paz; 

Que de conformidad con el primer inciso del parágrafo 3° del artículo 8° de la Ley 418 

por miembro-representante, la persona que el grupo armado organizado al margen de la ley 
designe como representante suyo para participar en los diálogos, negociación o suscripción 
de acuerdos con el Gobierno Nacional o sus delegados; 

Que de acuerdo al artículo 249 de la Constitución Política, la Fiscalía General de la 
Nación hace parte de la Rama Judicial y según el artículo 26 de la Ley Estatutaria de la 
Administración de Justicia, dicha entidad ejercerá las funciones de investigación y acusación 
señaladas en la Constitución Política y en las normas con fuerza de ley. En el cumplimiento 
de las funciones jurisdiccionales previstas en ella, son aplicables a la Fiscalía los principios 
de la administración de justicia de que trata la Constitución Política, los tratados interna-

fuerza de ley; 

Que según dispone el numeral 8 del artículo 250 de la Constitución Política, en ejercicio 
de sus funciones la Fiscalía General de la Nación deberá dirigir y coordinar las funciones de 
policía judicial que en forma permanente cumple la Policía Nacional y los demás organismos 
que señale la ley y según estipula el inciso 3 del artículo 200 del Código de Procedimiento 
Penal por Policía Judicial se entiende la función que cumplen las entidades del Estado para 
apoyar la investigación penal y, en ejercicio de las mismas, dependen funcionalmente del 
Fiscal General de la Nación y sus delegados; 

Que de conformidad con el parágrafo 2° del artículo 31 de la Ley 906 de 2004, el Con-
greso de la República y la Fiscalía General de la Nación ejercerán determinadas funciones 
judiciales y que de acuerdo al artículo 300 de la misma obra, el Fiscal General de la Nación 
o su delegado se encuentran facultados para proferir excepcionalmente órdenes de captura, 
según los requisitos en dicha norma contenidos; 

Que estimando que la suspensión de la orden de captura para facilitar un proceso de 

general de la restricción de la libertad contenido en el ordenamiento penal, sustancial y 
procesal, sino que consiste en una medida temporal en la que se suspenden los efectos de 
dicha orden, para posibilitar los diálogos y acuerdos de paz; 

Que en consideración a lo anterior, 

DECRETA:

Artículo 1°. uspensión de órdenes de captura como medida provisional para acilitar 
los diálo os. De acuerdo con la Ley 1421 de 2010, una vez iniciado un proceso de diálo-

la autoridad correspondiente suspenderá las órdenes de captura que se hayan dictado o se 
dicten en contra de los miembros representantes de las organizaciones armadas al margen 
de la ley con los cuales se adelanten diálogos, negociaciones o acuerdos de paz. 

Artículo 2°. Noti cación del inicio, terminación o suspensión de los diálo os. El Gobierno 

personas que actúan como voceros o miembros representantes de dicho grupos armados 
organizados al margen de la ley. 

de los diálogos, mientras duren los mismos. 

Artículo 3°. Facultades del Fiscal General de la Nación. El Fiscal General de la Nación, 
actuando como autoridad competente, suspenderá de plano las órdenes de captura que se 
hayan dictado o que se dicten en contra de los miembros representantes de las organizaciones 
armadas al margen de la ley con los cuales se adelanten diálogos, negociaciones o acuerdos 

Artículo 4°. omunicaciones y re istros. El Fiscal General de la Nación o el Fiscal 
-

rrespondientes sobre la suspensión de las órdenes de captura de que trata el artículo 1 

correspondientes. 

Artículo 5°. Miembros representantes. La resolución que reconoce la calidad de miembros 

Artículo 6°. i encia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación. 

Publíquese, comuníquese y cúmplase.

21 de septiembre de 2012.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN.

La Ministra de Justicia y del Derecho, 

ut  tella orrea Palacio. 
El Director del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, 

uan a ael Mesa Zuleta.

RESOLUCIONES

RESOLUCIÓN NÚMERO 3046 DE 2012
(septiembre 20)

por la cual se re lamenta el trámite interno del Derec o de Petición ante el Departamento 
Administrativo de la Presidencia de la República.

El Director del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, en uso 
de sus facultades legales y en especial las conferidas por el artículo 22 del Código de Proce-
dimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, el numeral 19 del artículo 34 
de la Ley 734 de 2002 y el numeral 10 del artículo 8° del Decreto número 3443 de 2010, y 

CONSIDERANDO:

Que la Constitución Política establece en el artículo 23 el Derecho Fundamental de 
Petición, según el cual toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas ante 

Que de conformidad con el artículo 22 del Código de Procedimiento Administrativo y 
de lo Contencioso Administrativo, las autoridades deben reglamentar el trámite interno de 
las peticiones que les corresponda resolver y la manera de atender las quejas para garantizar 
el buen funcionamiento de los servicios a su cargo. 

Que el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, en 
sus artículos 13 a 33, regula las actuaciones administrativas relacionadas con el derecho de 

de petición de documentación, el derecho de formulación de consultas, así como las reglas 

Que de conformidad con el inciso 3° del artículo 6° de la Ley 962 de 2005, toda persona 
podrá presentar peticiones, quejas, reclamaciones o recursos, mediante cualquier medio tec-
nológico o electrónico del cual dispongan las entidades y organismos de la Administración 
Pública, disposición concordante con el artículo 7° numeral 8 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

Que el Decreto número 1151 de 2008 establece la obligación de implementar la Estra-
tegia de Gobierno en línea y así contribuir al incremento de la transparencia en la gestión 
pública y promover la participación ciudadana haciendo uso de los medios electrónicos, 
en concordancia con lo dispuesto por el inciso 3 del artículo 76 de la Ley 1474 de 2011 y 
el inciso primero del artículo 1° del Decreto 019 de 2012. 

RESUELVE:

CAPÍTULO I

Del derecho de petición en interés general y particular

Artículo 1°. Objeto. El presente acto administrativo regula el trámite interno de los de-
rechos de petición que se formulen ante el Departamento Administrativo de la Presidencia 
de la República dentro del marco de su competencia constitucional y legal, en concordan-
cia con lo dispuesto en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo. 


